JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN

Trece (13) de junio de dos mil catorce (2014)

REFERENCIA:

EXPEDIENTE  No. 05-001-33-33-016-2014-00732-00

DEMANDANTE: WILLINGTON CASTAÑO ORTIZ 
DEMANDADO: MUNICIPIO DE MEDELLÍN

ASUNTO: AUTO QUE ADECUA MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD EN ACCIÓN POPULAR  

1.
DEL MEDIO DE CONTROL A EJERCER.

La acción popular, consagrada en el artículo 88 de la Constitución Nacional, desarrollada por la Ley 472 de 1998, tiene por objeto la protección y defensa de los derechos e intereses colectivos, cuando resulten amenazados, vulnerados o agraviados, por la acción u omisión de una autoridad o de los particulares en determinados casos y tiene una finalidad preventiva y remedial, pues permite hacer cesar el peligro o la amenaza del derecho o interés colectivo, o de restituir las cosas a su estado anterior, en caso de ser posible. Dispone el artículo 88 de la Constitución Nacional: 

“La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen en ella.  

También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares.  

Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses colectivos”.
Sobre los elementos característicos de la acción popular, es clarificante la Sentencia del 26 de Enero de 2006
, según la cual: 

“…en la forma y términos de la reglamentación contenida en los artículos 1, 2, 4 y 9 de la ley 472 de 1998, son características de las acciones populares, las siguientes:

“a) Su finalidad es la protección de los derechos e intereses de naturaleza colectiva.

“b) Proceden contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares que haya violado o amenace violar ese tipo de derechos o intereses.

“c) Se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración, o el agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o para restituir las cosas a su estado anterior, cuando fuere posible.

“d) Los derechos e intereses colectivos susceptibles de estas acciones son todos aquellos definidos como tales en la Constitución Nacional, las leyes ordinarias y los tratados de derecho internacional celebrados por Colombia, como por ejemplo los mencionados en el artículo 4 de la Ley 472 de 1998.

“e) La titularidad para su ejercicio, como lo está indicando su nombre, ha de corresponder a su naturaleza popular, por lo tanto pueden ser ejercidas por cualquier persona, natural o jurídica, pública o privada, o también por las autoridades, organismos y entidades señalados en el artículo 12 de la Ley 472 de 1998  (…).

En el presente caso, el señor WILLINGTON CASTAÑO ORTIZ, presentó demanda en ejercicio del medio de control de nulidad, pretendiendo que se declare la nulidad de los siguientes actos administrativos:

“1. Acta de recibo de obras de construcción del 17 de diciembre de 2009, radicado No. 200900523043.

2. Acta de recibo de obras de construcción del 4 de marzo de 2011, radicado No. 201100084478.

Acta de recibo de obras de urbanismo del 4 de marzo de 2011, radicado No. 201100084478”.

Además solicita, que como consecuencia de las anteriores declaraciones, se ordene al representante legal de la Junta de Vivienda Comunitaria Villa Ángel, cumplir con las obligaciones urbanísticas. Artículo 39 del Decreto 1469 de 2010. Que se ordene al municipio de Medellín el buen ejercicio de sus funciones como competente del control urbano y exija la entrega de obligaciones urbanísticas según lo estipulado en las normas.
Invoca la violación del derecho colectivo consagrado en el literal m) de la Ley 472 de 1998, el cual dispone la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas de manera ordenada y dando prevalencia a la al beneficio de calidad de vida de los habitantes.

Considera el Despacho, que de acuerdo a los hechos y pretensiones del demandante, en el presente caso estamos ante una posible vulneración de derechos colectivos y por tanto la demanda presentada, deberá ser adecuada conforme los lineamientos trazados por la Ley 472 de 1998.

2.
DE LA INADMISIÓN DE LA DEMANDA.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 472 de 1998, SE INADMITE la presente demanda, para que la parte actora, en el término de TRES (3) días, subsane los defectos simplemente formales de que adolece la misma, si no lo hiciere se rechazará: 

Según el artículo 88 de la Constitución, la ley regularía las acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que definiera la ley.

Mediante el artículo 2º de la ley 472 de 1.998, “por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares [...]”, se definió que las acciones populares eran “los medios procesales para la protección de los derechos e intereses colectivos”, y que esas acciones se ejercían “para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible”.

El artículo 18 de la misma obra, señala que la demanda deberá reunir los siguientes requisitos: (a) la indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; (b) la indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan la petición; (c) la enunciación de las pretensiones; (d) la indicación de la persona natural o jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible; (e) las pruebas que se pretende hacer valer; (f) las direcciones para notificaciones; y (g) nombre e identificación de quien ejerce la acción.

1. 
El actor popular invoca como vulnerado el derecho colectivo consagrado en el literal m) esto es, “…m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes….” 

La formulación de las pretensiones, deberán ser orientadas con el objeto cesar una vulneración o amenaza al derecho colectivo que se invoca; o restituir las cosas a su estado anterior. 

2.
Se deberá especificar y explicar cuáles son las acciones, hechos, omisiones o actos del Municipio de Medellín, que concurren a violar el derecho colectivo a la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes….” 

El Consejo de Estado, ha señalado como requisito para la procedencia de la  acción popular que el actor indique cuál es la fuente o dónde nace el deber de quien omite cumplirlo. Así se expresó esa Corporación:

“En primer término, surge incontrastable que cuando como en este caso- se alega omisión de un deber, el interesado está obligado a probar cuál es la fuente o dónde nace el deber de quien omite cumplirlo, pues naturalmente si no se prueba que el demandado en acción popular tenía el deber de cumplir determinado mandato, no puede el juez condenarles cumplir aquello a que no está obligado. 

“En segundo término, si el artículo 2° de la ley 472 en cita establece que Las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible, estima la Sala que en esta oportunidad el Municipio demandante no se aviene a ese mandato puesto que como se observa- no dice en cuál de los supuestos enunciados se encuentra para ejercer la acción popular”
.

Y si bien lo anotado merece un análisis al momento de proferir el respectivo fallo, estima el despacho pertinente aclarar los aspectos que van a fijar el campo del debate.

3.   A la demanda deberá acompañarse el Certificado de constitución, existencia y representación legal de la Urbanización Villa Ángel.
4.
Se deberá acompañar 4 copias del memorial y los anexos con los cuales se subsanen los requisitos y copia de la demanda en medio magnético formato CD, para efectos de proceder con las notificaciones respectivas. 
NOTIFÍQUESE

RODRIGO VERGARA CORTÉS

Juez
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NOTIFICACION POR ESTADO





En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.





Medellín, _________________________fijado a las 8 a.m.





MARIA FERNANDA ZAMBRANO AGUDELO 


Secretaria
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